
COS FACULTATIU SUPERIOR.
Aquest examen consta de 60 preguntes ordinàries i avaluables (de la 1 a la 60), més 5 de reserva (de la 61 a la 65).
Si el tribunal acorda l'eliminació d'alguna pregunta de les ordinàries i avaluables, serà substituïda per alguna de les
de reserva, i en el mateix ordre.

CUERPO FACULTATIVO SUPERIOR.
Este examen consta de 60 preguntas ordinarias y evaluables (de la 1 a la 60), más 5 de reserva (de la 61 a la 65). Si
el tribunal acuerda la eliminación de alguna pregunta de las ordinarias y evaluables, será sustituida por alguna de las
de reserva, y en el mismo orden.

1. Según la Constitución, la Declaración Universal de los Derechos Humanos es parámetro de interpretación:

a) Del funcionamiento de las instituciones del Estado.

b) De las dudas sobre la reforma constitucional.

c) Del sistema de organización territorial.

d) De las normas relativas a los derechos y las libertades constitucionales.

2. En relación con los deberes de los ciudadanos, el artículo 30 de la Constitución dispone:

a) Que todas las personas tienen el deber de defender España.

b) Que podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

c) Que el servicio militar es obligatorio para todos los españoles mayores de edad.

d) Que mediante una ley orgánica se regularán los deberes de los ciudadanos en caso de riesgo grave, catástrofe o
calamidad pública.

3. ¿Cuál de los siguientes órganos no podrá plantear un conflicto entre órganos constitucionales del Estado
ante el Tribunal Constitucional?:

a) El Congreso de los Diputados.

b) El Consejo General del Poder Judicial.

c) El Defensor del Pueblo.

d) El Senado.

4. Según la Constitución, ¿cuántos días deben transcurrir entre la presentación de una moción de censura y
su votación?:

a) Cuatro.

b) Tres.

c) Cinco.

d) Seis.

5. Indique la respuesta incorrecta. La legislación básica estatal:

a) Debe declarar el alcance de lo que se considera básico.

b) Permite asegurar un mínimo común denominador normativo para todo el territorio del Estado cuando la
naturaleza de la materia lo exija.

c) Debe dejar margen para la competencia legislativa de desarrollo por parte de las comunidades autónomas.

d) Únicamente puede fijarse por ley de las Cortes Generales.
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6. Según la Constitución, el Gobierno responde solidariamente de su gestión política:

a) Ante el Congreso de los Diputados y ante el Senado, indistintamente.

b) Ante el presidente del Gobierno.

c) Ante las Cortes Generales, reunidas en sesión conjunta.

d) Ante el Congreso de los Diputados.

7. La Unión Europea:

a) Es una organización internacional de cooperación de ámbito regional.

b) Es una organización internacional de integración de ámbito universal.

c) Es una organización internacional de cooperación de ámbito universal.

d) Es una organización internacional de integración de ámbito regional.

8. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea:

a) Tiene su sede en Bruselas.

b) Tiene su sede en Estrasburgo.

c) Tiene su sede en Luxemburgo.

d) Es un órgano de la Unión Europea de reciente creación.

9. El Tratado de Lisboa:

a) Tiene la consideración de acto atípico obligatorio.

b) Es un acto típico del derecho derivado.

c) Forma parte del derecho derivado.

d) Forma parte del derecho originario.

10. Según el Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la consolidación y el desarrollo de las características
de la nacionalidad común de los pueblos de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera:

a) Es una competencia autonómica.

b) Es un hecho diferencial de especial protección.

c) Es un instrumento de colaboración y relación con el Estado.

d) Es un principio rector de la actividad pública.

11. El ejercicio de todas las competencias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se realizará en los
términos que dispone:

a) El Consejo Consultivo.

b) La Constitución.

c) La Comisión General de Consejos Insulares.

d) La potestad de coordinación del Gobierno.

12. La organización territorial de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears será regulada:

a) Por los reglamentos orgánicos de cada consejo insular.

b) Por una ley del Parlamento de las Illes Balears.

c) Por la Comisión General de Consejos Insulares.

d) Por el Reglamento del Parlamento de las Illes Balears.

13. La aprobación definitiva del reglamento de régimen interior que rige jurídicamente la Sindicatura de
Cuentas corresponde:

a) A la propia Sindicatura de Cuentas.

b) Al Parlamento de las Illes Balears.

c) A la Mesa del Parlamento de las Illes Balears.

d) A la Comisión de Asuntos Institucionales.
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14. La determinación del consejero del Gobierno balear que ejerce la secretaría del Consejo de Gobierno se
realiza:

a) Por resolución del Consejo de Gobierno.

b) Por orden de la Presidencia.

c) Por decreto de la Presidencia.

d) Por acuerdo del Consejo de Gobierno.

15. Según el Reglamento del Parlamento, una vez celebradas las elecciones al Parlamento balear y
proclamados oficialmente los resultados, la convocatoria de la sesión constitutiva de la Cámara
corresponde:

a) Al diputado electo de mayor edad.

b) Al Gobierno en funciones.

c) A la mesa en funciones.

d) Al presidente de la Diputación Permanente.

16. De conformidad con el artículo 34 de la Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instrumental de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears, la creación de los organismos públicos ha de realizarse:

a) Mediante acuerdo del Consejo de Gobierno.

b) Por ley.

c) Mediante acuerdo de la consejería a la que vayan a adscribirse.

d) Por norma reglamentaria.

17. Los colegios profesionales (por ejemplo, los colegios de médicos o los colegios de abogados):

a) Forman parte de las llamadas administraciones independientes.

b) Son entidades privadas, sin que en ningún caso puedan ejercer responsabilidades públicas.

c) Son entidades que forman parte de la llamada Administración institucional.

d) Son entidades que forman parte de la llamada Administración corporativa representativa de intereses económicos
y profesionales.

18. La llamada Administración institucional integra:

a) Las entidades públicas autonómicas con competencias en materia de educación secundaria.

b) Las entidades de naturaleza corporativa y base privada, constituidas por un grupo definido de miembros
(adquiriéndose la condición de miembro por imposición de la ley), representativas de los intereses profesionales o
económicos.

c) Las entidades de naturaleza fundacional creadas por otra administración pública para el desempeño de funciones
que son competencia de la administración matriz o de actividades privadas para las que dichas administraciones
tienen reconocida plena capacidad jurídica.

d) Las principales instituciones del Estado, incluido el Parlamento y el Tribunal Constitucional.

19. De conformidad con el artículo 14 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público,
el órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto:

a) Remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, debiendo notificar esta circunstancia
a los interesados.

b) Inadmitirá las actuaciones previa audiencia del interesado, debiendo motivar su decisión.

c) Remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, debiendo notificar esta circunstancia
a los interesados.

d) Inadmitirá directamente las actuaciones, debiendo motivar su decisión.
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20. En cuanto a las relaciones interadministrativas, señale la respuesta incorrecta:

a) Las administraciones deberán prestar, en el ámbito propio, la asistencia que las otras administraciones pudieran
solicitar para el eficaz ejercicio de sus competencias.

b) Las administraciones deberán facilitar a las otras administraciones la información que precisen, aun cuando la
información solicitada tenga carácter confidencial o reservado.

c) Las administraciones deberán actuar y relacionarse con otras administraciones de acuerdo con el principio de
lealtad institucional.

d) Las administraciones deberán respetar el ejercicio legítimo de las competencias por parte de las otras
administraciones.

21. Señale la respuesta incorrecta en relación con los órganos administrativos:

a) Son órganos colegiados aquellos cuya titularidad corresponde a un conjunto de personas físicas ordenadas
horizontalmente, de modo que todas ellas concurren, de modo colectivo, a formar la voluntad u opinión del
órgano.

b) La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, entre otros requisitos, la determinación de su forma de
integración en la Administración pública de que se trate y su dependencia jerárquica.

c) El acuerdo de creación de los órganos colegiados que dicten resoluciones que tengan efectos jurídicos frente a
terceros deberá ser publicado en el boletín o diario oficial de la Administración pública en la que se integran.

d) No existen órganos unipersonales, pues el titular de un órgano administrativo nunca puede ser una única persona
física.

22. En cuanto a los actos administrativos, señale la respuesta correcta:

a) Contra un acto motivado no cabe ningún recurso.

b) Contra los actos de trámite que determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento podrá interponerse
recurso administrativo.

c) Los actos que no ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos en reposición ante el mismo órgano que
los dictó.

d) Los actos que ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico
del que los dictó.

23. En cuanto a los actos administrativos, señale la respuesta correcta:

a) Son nulos de pleno derecho los actos que lesionen los derechos y las libertades susceptibles de amparo
constitucional.

b) Se dice que un acto administrativo es eficaz cuando es conforme al ordenamiento jurídico.

c) Los vicios en que pueden incurrir los actos administrativos son: anulabilidad y vicios de forma no invalidantes.

d) Únicamente se presumen válidos los actos motivados.

24. Señale la respuesta incorrecta. En relación con las clases de actos administrativos:

a) Son actos declarativos los que enuncian una situación preexistente, dotándola de eficacia.

b) La distinción entre actos que ponen fin o no a la vía administrativa posee significación en relación con la
posibilidad de interponer contra los mismos los siguientes recursos administrativos: recurso de alzada o recurso
de reposición.

c) La distinción entre actos administrativos resolutorios y actos administrativos de trámite es relevante, pues los
actos de trámite nunca pueden ser impugnados.

d) Los actos pueden ser simples o complejos en función del número de entes u órganos que participen en su
emisión.
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25. En cuanto al procedimiento administrativo, según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas:

a) No cabe la apertura de un período de información o actuaciones previas con anterioridad al inicio del
procedimiento.

b) Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como
consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.

c) La petición razonada de otros órganos administrativos que no tienen competencia para iniciar el procedimiento
vincula al órgano competente para iniciarlo.

d) Un convenio no puede tener la consideración de acto finalizador de un procedimiento administrativo.

26. En cuanto a la terminación del procedimiento administrativo:

a) La declaración de caducidad no pone fin a un procedimiento administrativo.

b) Un convenio no puede tener la consideración de finalizador de un procedimiento administrativo.

c) Un contrato no puede tener la consideración de finalizador de un procedimiento administrativo.

d) La imposibilidad material de continuar un procedimiento administrativo por causas sobrevenidas produce la
terminación de dicho procedimiento.

27. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas:

a) El procedimiento administrativo únicamente contempla una fase de iniciación.

b) El procedimiento administrativo se somete al principio de celeridad.

c) El procedimiento administrativo no contempla una fase de instrucción.

d) Los responsables directos de la tramitación de un procedimiento administrativo y, en especial, del cumplimiento
de los plazos establecidos, son los interesados en el procedimiento.

28. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas, el derecho a reclamar por responsabilidad
patrimonial de la Administración prescribirá:

a) A los seis meses de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

b) A los tres meses de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

c) A los dos meses de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

d) Al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

29. Respecto al procedimiento para la exigencia de la responsabilidad de las autoridades y el personal al
servicio de las administraciones públicas, el plazo para la formulación de la propuesta de resolución será:

a) De 10 días desde la finalización de la práctica de las pruebas.

b) De 5 días desde la finalización del trámite de audiencia.

c) De 10 días desde la finalización del trámite de audiencia.

d) De 5 días desde la finalización de la práctica de las pruebas.

30. La reclamación contra la Administración por los daños ocasionados debe formularse en el plazo:

a) De seis meses.

b) De dos años.

c) De un año.

d) De tres meses.

31. Según dispone la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público:

a) No podrá fraccionarse un contrato.

b) No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir su cuantía.

c) No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir su cuantía y así eludir los requisitos de publicidad
o los relativos al procedimiento de adjudicación.

d) No podrá fraccionarse un contrato, salvo en determinados supuestos.
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32. Para celebrar contratos con el sector público, los empresarios deberán acreditar estar en posesión de las
condiciones mínimas de solvencia económica y financiera, y profesional o técnica:

a) Determinadas por la Administración contratante.

b) Determinadas contractualmente.

c) Determinadas por el órgano de contratación.

d) Determinadas en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público.

33. Señale la respuesta incorrecta. Según el Decreto 14/2016, de 11 de marzo, por el que se aprueba el Texto
consolidado del Decreto sobre contratación de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) El Decreto 14/2016 se aplica a las entidades autónomas de la Comunidad Autónoma, si de conformidad con la
legislación estatal están sometidas a esta.

b) Los contratos que celebre la Administración pública de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se ajustarán
a las prescripciones de la legislación del Estado, con las adaptaciones derivadas del Decreto 14/2016.

c) No se regulan las garantías como requisito para contratar, pues no se exige su constitución en ningún
procedimiento de contratación.

d) Los titulares de las consejerías que en cada momento constituyan el Gobierno de las Illes Balears son los
órganos de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

34. Señale la respuesta incorrecta sobre el procedimiento de concesión de subvenciones en régimen de
concurrencia competitiva. De conformidad con la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de
subvenciones:

a) La propuesta de concesión se formulará al órgano concedente por un órgano colegiado a través del órgano
instructor.

b) Con carácter general, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento es de un año
desde la publicación de la convocatoria.

c) La instrucción del procedimiento corresponde al órgano que se designe en la convocatoria.

d) Entre otros extremos, la convocatoria tendrá necesariamente que incluir los créditos presupuestarios a los que se
imputa la subvención.

35. En relación con el procedimiento de concesión de subvenciones, según la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
general de subvenciones:

a) Podrán otorgarse subvenciones por cuantía superior a la que se determine en la convocatoria.

b) La iniciación de oficio del procedimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva se realizará
siempre mediante una convocatoria que deberá publicarse única e íntegramente en el Boletín Oficial del Estado.

c) Las subvenciones en las que se acrediten razones de interés público que dificulten su convocatoria pública
pueden concederse de forma directa.

d) En ningún caso se admite la sustitución de la presentación de determinados documentos que deben
acompañarse a la solicitud del interesado por una declaración responsable del solicitante.

36. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones:

a) El control financiero de subvenciones no puede consistir en el examen de registros contables.

b) El personal controlador que realice el control financiero de subvenciones debe guardar la confidencialidad y el
secreto respecto de los asuntos que conozca por razón de su trabajo.

c) La competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones corresponde a la Intervención General de
la Administración del Estado.

d) La norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones debe concretar, entre otros extremos, los
requisitos que deben reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención.

37. La llamada gestión indirecta de un servicio público:

a) Supone que la recepción del servicio por el ciudadano está sujeta al pago de algún tipo de tasa o precio público.

b) Es la que se realiza, por ejemplo, a través de un contrato de concesión de servicios.

c) Supone que el servicio es prestado en colaboración con otra administración pública que no es la titular del
servicio.

d) Es la que se realiza, por ejemplo, a través de una entidad pública empresarial.
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38. El contrato de concesión de servicios es, esencialmente:

a) Un contrato de obras que se desarrolla en terrenos declarados de dominio público.

b) Un contrato mixto en el que se incluyen prestaciones correspondientes al contrato de suministro y el contrato de
servicios.

c) Un contrato en el que se encomienda al contratista la gestión de un servicio trasladándole el derecho a explotarlo.

d) Un contrato de servicios que se desarrolla en terrenos declarados de dominio público.

39. De conformidad con el artículo 15 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, en
una concesión de servicios:

a) El concesionario tiene siempre garantizado recuperar las inversiones realizadas y cubrir los costes en los que
hubiera incurrido para prestar el servicio objeto de la concesión.

b) El concesionario no asume ningún tipo de riesgo ligado a la explotación del servicio.

c) El concesionario tiene siempre garantizado recuperar las inversiones realizadas, cubrir los costes en los que
hubiera incurrido para prestar el servicio objeto de la concesión y obtener algún beneficio industrial.

d) Se traslada al concesionario el riesgo operacional, que implica que no esté garantizado que, en condiciones
normales de funcionamiento, el concesionario vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a cubrir los costes en
los que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de los servicios que sean objeto de la concesión.

40. De acuerdo con la regulación del personal eventual que establece la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la
función pública de la comunidad autónoma de las Illes Balears, señale la respuesta incorrecta

a) Los directores de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales nombran y destituyen
libremente a su personal eventual.

b) El presidente y los consejeros nombran y destituyen libremente a su personal eventual.

c) La destitución como personal eventual no da derecho, en ningún caso, a indemnización.

d) El Consejo de Gobierno determina el número de puestos de trabajo de personal eventual, sus características y las
retribuciones que corresponden a cada uno de ellos.

41. Según los artículos 4 y siguientes de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad
autónoma de las Illes Balears, ¿cómo se denomina el órgano de participación del personal que, en las
cuestiones que, en relación con la materia de la función pública, puedan afectar al conjunto de las
administraciones públicas del ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears?

a) Comisión de Personal de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

b) Consejo de Gobierno.

c) Escuela Balear de Administración pública.

d) Consejo Balear de la Función Pública.

42. Según el Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto refundido de la
Ley del Estatuto básico del empleado público, la designación del personal directivo profesional:

a) Atenderá a principios de mérito y capacidad, y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante
procedimientos que garanticen la publicidad.

b) Atenderá a principios de mérito y capacidad, y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante
procedimientos que garanticen la imparcialidad y concurrencia.

c) Atenderá a principios de mérito y capacidad, y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante
procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.

d) Atenderá a principios de mérito, capacidad y publicidad.

43. Según el artículo 22 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, los cuerpos del personal funcionario se agrupan:

a) En la forma que establece la normativa básica estatal.

b) En la forma que establece la normativa de las comunidades autónomas.

c) En la forma que establece la normativa de desarrollo de la normativa básica estatal.

d) En la forma que establece la normativa supletoria estatal.
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44. Según el artículo 62 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, la carrera profesional del personal funcionario se hace efectiva:

a) A través de la carrera profesional horizontal y de la consolidación del grado personal.

b) A través de la carrera profesional horizontal, de la consolidación del grado personal y de la promoción interna.

c) A través de la carrera profesional horizontal.

d) A través de la carrera profesional horizontal, de la consolidación del grado personal, de la promoción interna y de
la movilidad.

45. Según el artículo 60 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, la jubilación de los funcionarios:

a) Solo puede producirse de forma voluntaria.

b) Puede ser voluntaria o forzosa.

c) Puede ser voluntaria, forzosa o por incapacidad permanente.

d) Puede ser voluntaria o por incapacidad permanente.

46. Las funciones de ordenador general de los pagos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears son competencia:

a) Del Consejo de Gobierno.

b) Del consejero competente en materia de hacienda.

c) De la Comisión de Presupuestos del Parlamento.

d) Del director general competente en materia de tesorería.

47. El plan presupuestario a medio plazo incluirá:

a) Un periodo de cuatro años.

b) Un periodo de cinco años.

c) Como mínimo, un periodo de tres años.

d) Como máximo, un periodo de tres años.

48. El plan presupuestario a medio plazo, que se incluirá en el programa de estabilidad que elabore el Gobierno
del Estado, y la regla del gasto, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera, debe ser aprobado:

a) Por la Intervención General.

b) Por el consejero competente en materia de presupuestos.

c) Por el Parlamento.

d) Por el Gobierno de las Illes Balears.

49. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, el derecho de acceso a la información pública:

a) No puede ser limitado en ningún caso.

b) Puede ser limitado en diversos supuestos, entre ellos, en caso de que dicho derecho suponga un perjuicio para la
seguridad pública.

c) Puede ser limitado exclusivamente en caso de que dicho derecho suponga un perjuicio para el medio ambiente.

d) Puede ser limitado exclusivamente en caso de que dicho derecho suponga un perjuicio para la seguridad pública.

50. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, la aplicación de límites al derecho de acceso a la
información pública:

a) No debe atender a la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso.

b) Será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección, y atenderá a las circunstancias del caso
concreto.

c) Será meramente potestativa para el órgano administrativo que posea la información.

d) Será proporcionada a su objeto y finalidad de protección, y atenderá a las circunstancias del caso concreto, pero
sin necesidad de que esté justificada.
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51. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, se entiende por información pública:

a) Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los
organismos y las entidades incluidos en el ámbito de aplicación del título I (relativo a la transparencia de la
actividad pública) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

b) La documentación que sea publicada en el Boletín Oficial de las Illes Balears.

c) La información que se publique en la Sede Electrónica de la Administración de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears.

d) Los documentos sobre procedimientos judiciales de las administraciones públicas.

52. Con base en el contenido del Acuerdo del Consejo de Gobierno de 3 de mayo de 2021 por el que se aprueba
el III Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears, ¿cuál de las siguientes acciones no está incluida dentro de la medida «Favorecer el acceso de más
personas a la formación básica en materia de igualdad y programar formación específica según los
colectivos destinatarios»?:

a) Destinar un presupuesto específico para la ejecución de la formación del Plan de Igualdad.

b) Publicar información sobre el Plan de Igualdad en las redes sociales.

c) Modificar la instrucción de selección de personal laboral temporal para incluir la valoración de la formación en
materia de igualdad.

d) Potenciar la formación del personal docente de la Escuela Balear de Administración Pública (EBAP) en materia
de igualdad.

53. Con base en lo dispuesto por la Ley 11/2016, de 28 de julio, de igualdad de mujeres y hombres, ¿cuál de las
siguientes afirmaciones es incorrecta?:

a) La Ley no contiene disposiciones relativas al deporte o ámbito deportivo, al tratarse de un ámbito en el que
existen diferencias objetivas entre los géneros.

b) El Gobierno de las Illes Balears, a través del Observatorio para la Igualdad, tiene la obligación de llevar a cabo
estudios periódicos sobre las estimaciones del valor económico que tiene el trabajo doméstico y la atención de las
personas en las Illes Balears.

c) Las administraciones públicas tienen la obligación de incentivar la contratación estable y el ascenso profesional a
niveles superiores de las mujeres, teniendo en consideración con carácter prioritario los sectores y las categorías
laborales en los que estén infrarrepresentadas, así como las situaciones singulares, sin menoscabar los criterios
técnicos y de cualificación profesional.

d) Los planes de igualdad del personal al servicio de las administraciones públicas tendrán una vigencia máxima de
cuatro años, serán evaluados cada dos años y, si procede, establecerán medidas correctoras.

54. Con base en lo dispuesto por la Ley 11/2016, de 28 de julio, de igualdad de mujeres y hombres, ¿cuál de las
siguientes afirmaciones es incorrecta?:

a) Las leyes de presupuestos de la Comunidad Autónoma tienen que ser un elemento activo en la consecución de
manera efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres y hombres.

b) El Observatorio para la Igualdad es un organismo adscrito al Instituto Balear de la Mujer.

c) La violencia machista no incluye la violencia simbólica.

d) Las administraciones públicas de las Illes Balears tienen la obligación de incorporar a las bases reguladoras de
las subvenciones, así como a las correspondientes convocatorias, la valoración de actuaciones dirigidas a la
consecución efectiva de la igualdad de género por parte de las entidades solicitantes, salvo en los casos en los
que, por la naturaleza de la subvención o de los solicitantes, esté justificada su no incorporación.
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55. Según el artículo 14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, los
instrumentos esenciales para la gestión y la aplicación del plan de prevención de riesgos laborales son:

a) La evaluación de los riesgos laborales, la planificación de la actividad preventiva, la investigación de las causas
de los accidentes y los servicios de prevención.

b) La evaluación de los riesgos laborales, la planificación de la actividad preventiva, la investigación de las causas
de los accidentes, los servicios de prevención y el sistema de responsabilidades empresariales.

c) La evaluación de los riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva.

d) La evaluación de los riesgos laborales, la planificación de la actividad preventiva y la investigación de las causas
de los accidentes.

56. Según el artículo 14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, forman parte
del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo:

a) Los derechos de información, consulta y participación, y formación en materia preventiva.

b) Los derechos de información, consulta y participación, formación en materia preventiva y paralización de la
actividad en caso de riesgo grave e inminente.

c) Los derechos de información, consulta y participación, formación en materia preventiva, paralización de la
actividad en caso de riesgo grave e inminente, y vigilancia del estado de salud de los trabajadores.

d) Los derechos de información, consulta y participación.

57. De acuerdo con el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales,
¿cuáles son los instrumentos esenciales para la gestión y la aplicación del plan de prevención de riesgos
laborales?:

a) La evaluación de los riesgos laborales y los reconocimientos médicos.

b) La evaluación de los riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva.

c) La evaluación de los riesgos laborales y la integración de la actividad preventiva en el sistema general de gestión
de la empresa.

d) La planificación e integración de la actividad preventiva en el sistema general de gestión de la empresa.

58. Según el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a
la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección
de datos), ¿cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta?:

a) Según el artículo 82 del Reglamento, toda persona que haya sufrido daños y perjuicios, materiales o inmateriales,
como consecuencia de una infracción del Reglamento, tendrá derecho a recibir del responsable o del encargado
del tratamiento una indemnización por los daños y perjuicios sufridos.

b) El artículo 17 del Reglamento regula el derecho de rectificación.

c) Según el artículo 36 del Reglamento, el responsable consultará a la autoridad de control antes de proceder al
tratamiento cuando una evaluación de impacto relativa a la protección de los datos en virtud del artículo 35
muestre que el tratamiento entrañaría un alto riesgo si el responsable no tomara medidas para mitigarlo.

d) Según el artículo 83 del Reglamento, al decidir la imposición de una multa administrativa y su cuantía en cada
caso individual, se tendrá debidamente en cuenta, entre otros elementos, la naturaleza de la infracción.
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59. Según el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a
la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección
de datos), ¿cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta?:

a) El artículo 15 del Reglamento regula el derecho de acceso del interesado.

b) Según el artículo 23 del Reglamento, el derecho de la Unión Europea o de los Estados miembros que se aplique
al responsable o al encargado del tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las
obligaciones y de los derechos establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34 del propio Reglamento
cuando tal limitación sea una medida necesaria y proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar
la seguridad del Estado.

c) Según el artículo 29 del Reglamento, el encargado del tratamiento y cualquier persona que actúe bajo la
autoridad del responsable o del encargado y tenga acceso a datos personales solo podrán tratar dichos datos
siguiendo instrucciones del responsable, a no ser que estén obligados a ello en virtud del derecho de la Unión
Europea o de los Estados miembros.

d) El artículo 9 del Reglamento prohíbe siempre y en cualquier caso el tratamiento de categorías especiales de
datos personales.

60. Según dispone el artículo 6 de la Ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales
y garantía de los derechos digitales, se entiende por «consentimiento del afectado»:

a) Toda manifestación de voluntad no libre, no específica, informada e inequívoca por la que el afectado acepta, ya
sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

b) Toda manifestación de voluntad libre, no específica, informada e inequívoca por la que el afectado acepta, ya sea
mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

c) Toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la que el afectado acepta, ya sea
mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

d) Todas las opciones que hay en la pregunta son incorrectas.

61. El Estatuto de autonomía de las Illes Balears ampara la insularidad del territorio de la comunidad
autónoma:

a) Como uno de los derechos y libertades de los ciudadanos de las Illes Balears.

b) Como institución autonómica.

c) Como hecho diferencial merecedor de especial protección.

d) Como competencia exclusiva autonómica.

62. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, sobre obligaciones de publicación de información de
relevancia jurídica, las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:

a) Los datos personales básicos de todos los responsables de los órganos administrativos.

b) Las directrices, las instrucciones, los acuerdos, las circulares o las respuestas a consultas planteadas por los
particulares u otros órganos en la medida que supongan una interpretación del derecho o tengan efectos
jurídicos.

c) Todos los actos administrativos que hayan dictado en los últimos diez años.

d) El contenido de todos los expedientes administrativos que hayan tramitado en el último año.

63. En cuanto a la iniciación del procedimiento administrativo:

a) Puede iniciarse de oficio por acuerdo del órgano competente como consecuencia de orden superior, nunca por
propia iniciativa.

b) Un órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar un procedimiento no puede solicitar su inicio.

c) El procedimiento únicamente puede iniciarse de oficio.

d) Las solicitudes de iniciación que formulen los interesados deberán contener, entre otros extremos, los hechos, las
razones y la petición en que se concrete la solicitud.
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64. De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales,
constituye un principio de la acción preventiva:

a) Monetizar los riesgos que no se pueden evitar.

b) Evitar los riesgos que no se pueden evaluar.

c) Anteponer la protección individual a la colectiva.

d) Tener en cuenta la evolución de la técnica.

65. Según el artículo 13 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, el personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma se clasifica:

a) En personal funcionario, personal laboral y personal administrativo.

b) En personal funcionario, personal laboral y personal eventual.

c) En personal funcionario, personal laboral, personal eventual y personal directivo.

d) En personal funcionario y personal laboral.
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